
 

 

 

11-D-12 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas cuarenta y cinco minutos 

del día catorce de mayo de dos mil trece.  

Por recibido el informe remitido por el licenciado Pedro Ángel Bonilla Benavides, Jefe 

Departamental de La Unión del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, con la documentación que consta 

en la razón de folio 8 vuelto.  

Al respecto, este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

I. En su informe, el licenciado Bonilla Benavides manifiesta que el licenciado Rafael Antonio 

Turcios Callejas labora para ese Ministerio desde el cuatro de julio de dos mil seis, actualmente desempeña 

el cargo de Inspector de Trabajo, pero que en los años dos mil ocho, dos mil nueve y dos mil diez fungió 

como Administrativo, teniendo entre otras funciones la de atender a usuarios que solicitaban inspecciones 

especiales, tomando las solicitudes respectivas. 

En cuanto a la solicitud presentada por el señor ************* y otros en contra de la 

sociedad**************************. indicó que la misma se realizó el día catorce de julio de dos mil 

nueve y fue recibida por el licenciado***************, con número de caso LUIE-83-2009, y la cual fue 

asignada para su diligenciamiento por la licenciada*******************, ***************, al 

señor**************,*********************. 

Señala que la diligencia no se pudo realizar porque al momento de la visita al lugar de trabajo 

indicado por los solicitantes, no se encontró a ninguna persona que representara a la parte patronal. 

Posteriormente, se remitió el expediente al Supervisor de la Oficina Regional de Oriente, con sede en la 

ciudad de San Miguel, pues según la información proporcionada por los solicitantes la parte patronal tenía 

oficinas en dicha ciudad. 

II. Al respecto, el artículo 33 inciso 4° de la Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEG, 

establece que recibido el informe correspondiente el Tribunal resolverá si continúa el procedimiento o si 

archiva las diligencias. 

En el caso particular, este Tribunal estima que no es dable continuar con el trámite del 

procedimiento, ya que los indicios de una aparente vulneración a la LEG apreciados inicialmente no se han 

robustecido; pues, por el contrario, según lo expresado por el licenciado Bonilla Benavides, el servidor 

público denunciado no era el encargado de dar trámite a la solicitud hecha por el señor 

***************** el día catorce de julio de dos mil nueve. 

Por tanto, en virtud de las consideraciones expuestas y con base en el artículo 33 inciso 4º de la Ley 

de Ética Gubernamental, este Tribunal RESUELVE: 

Sin lugar la apertura del procedimiento. 
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